PAGE  
17

León, Guanajuato, a 16 dieciséis de abril del año 2013, dos mil trece. . . .  . . 

V I S T O para resolver el expediente número 381/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo intentado por el ciudadano IGNACIO AVIÑA FRANCO, en contra de la entonces Tesorera Municipal, de la Directora General de Ingresos, de la Oficial Calificador Licenciada … y del Agente de Tránsito…, todos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . 

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna el acta de infracción …; la calificación de esta infracción; y, la resolución de calificación de la falta administrativa, a través de la cual la Oficial Calificador demandada le impuso una multa …. Y, la existencia de estos actos impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, la del primer acto con el original de la referida acta de infracción; la del segundo acto con el original del  recibo oficial…; y, la del tercer acto con el original de la boleta de control,… documentos que forman parte del Sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.-  Que  conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Agente de Tránsito demandado en su contestación aduce que los agravios manifestados por el quejoso, no reúnen los requisitos de eficacia jurídica, son meras apreciaciones subjetivas, hechos personales narrados en forma aislada, por lo que no presentan eficacia jurídica alguna, razón suficiente para decretar el sobreseimiento; pues bien, tomando en consideración el sentido de esta argumentación, se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VII, en relación con el 265, fracción VII, ambos del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de que la parte actora sí expresa conceptos de impugnación, puesto que aduce razonamientos lógicos y jurídicos tendentes a desvirtuar la legalidad del acta de infracción y de su calificación, además indica los preceptos legales violados en su perjuicio, manifestando las razones del por qué se da la vulneración de esos preceptos e incluso niega lisa y llanamente haber cometido la infracción que se le imputa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La entonces Tesorera Municipal y la Directora General de Ingresos en su respectiva contestación de demanda aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que no existe el acto impugnado y debe sobreseerse el juicio para ellas. Causal de improcedencia que SE CONFIGURA, en virtud de que en el proceso Administrativo, de acuerdo a lo señalado por el artículo 266, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, corresponde a la actora acreditar la existencia de los actos impugnados, pues tiene la carga procesal de acompañar a su demanda el documento en el que conste el acto impugnado y, es el caso, que en autos no se encuentra acreditado que la Tesorera Municipal o la Directora General de Ingresos haya emitido la calificación de la infracción, ya que no obra la resolución respectiva en el sumario. Lo anterior es así, toda vez que según lo señalado por el artículo 49 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, tanto el Director General de Tránsito como la Tesorera Municipal, tienen facultades para calificar infracciones, por ende, es menester que en autos se acredite cuál de estas dos autoridades realizó la calificación, lo que no acontece en la especie, ya que el actor, por un lado, omitió aportar medio de convicción alguno, para demostrar que la Tesorera Municipal, fue quien emitió el acto de calificación que nos ocupa y por otro lado, el recibo de pago jurídicamente no constituye un acto administrativo, en virtud de que no crea, declara, reconoce, transmite, modifica o extingue una situación jurídica individual y concreta, pues solo es una constancia de que personal de la Dirección General de Ingresos recibió el pago realizado por concepto de la multa, en consecuencia, de los documentos que obran en autos del sumario, se advierte que no se encuentra demostrada la existencia del algún acto emitieron por esta autoridad fiscal; al respecto, cabe precisar que es cierto, que no se demostró que la entonces Tesorera Municipal o la Directora General de Ingresos  emitió la calificación que se les imputa y que los referidos recibos oficiales …, no son un acto administrativo, pero también es verdad que dichos recibos constituyen una constancia de que ya se llevó a cabo la calificación de las infracciones, porque el actor ya cubrió el monto de las multas impugnadas y lo único que se desconoce es la autoridad que emitió los actos de calificación de las infracciones. En merito de anterior, se concluye que se configura la causal de improcedencia prevista en el artículo 261 fracción VI del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, resulta procedente sobreseer el proceso respecto a la Tesorera Municipal y a la Directora General de Ingresos, ambas autoridades del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, la Tesorera Municipal y la Directora General de Ingresos en su respectiva contestación de demanda aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que el acto impugnado fue legítima y expresamente consentido. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, toda vez que no existe ninguna manifestación de voluntad que entrañe el consentimiento expreso del acto impugnado, pues a pesar de que en los recibos oficiales…, exhibidos por la parte actora, se advierte que el impetrante realizó el pago de las sanciones que se le impusieron por la presunta comisión de las faltas administrativas contempladas por los artículos 7, fracciones I y VII y 35 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, pero no por esto, el actor manifiesta su voluntad de estar conforme con los actos que está impugnando en este proceso; por consiguiente, con esta circunstancia no se tiene al actor por consintiendo de manera expresa los actos combatidos, precisamente porque se impugnaron ante este Juzgado dentro del término legal y de haber estado de acuerdo con ellos no los estuviere refutando de ilegales, amén de que la multa impuesto por la probable conducción del vehículo de motor en estado de ebriedad, la cubrió el actor a fin de obtener su libertad. Por otra parte y en cuanto al consentimiento tácito, cabe mencionar que el acta de infracción y la Boleta de Control impugnadas, se levantaron con fecha 12 doce de agosto del año próximo pasado y la demanda se presentó en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, el 21 veintiuno de septiembre del mismo año, por consiguiente, el actor no está consintiendo de manera tácita los actos combatidos, porque se impugnaron ante este Juzgado dentro del término legal de 30 treinta días hábiles previsto en el artículo 263, primer párrafo, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tanto, la demanda se presentó el último día hábil del plazo que le otorga dicho numeral para presentar el medio ordinario de defensa que nos ocupa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la procedencia de la segunda causal y la inoperancia de las demás causales y  estimando que de  autos se  advierte que no se actualiza ningún otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

  CUARTO.- Que en el primer concepto de impugnación el actor aduce en esencia que el acto marcado con el punto a) en el capítulo II de la presente demanda vulnera sus derechos, en virtud de que se emitió sin cumplir con el requisito formal de la debida fundamentación y motivación exigida por el artículo 16 de la Carta Magna, 10 de la Constitución Particular del Estado y 137 fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, violándose en su agravio el Principio de Legalidad consagrado en el artículo 2º de la Constitución Particular del Estado de Guanajuato, pues de la simple lectura del Acta de Infracción impugnada, se desprende que se cita el artículo 7 fracciones VII y I, y el supuesto motivo para su elaboración; y, niega lisa y llanamente haber cometido las infracciones imputadas, como infundadamente lo pretende hacer aparecer la demandada y suponiendo sin conceder que se hubieren actualizado los motivos referidos en el acta de infracción, esta carece de la debida fundamentación y motivación; en cuanto al primer motivo de la infracción se manifiesta: “Por no hacer uso del cinturón de seguridad el acompañante”, siendo imprecisa, la motivación y la fundamentación, pus ela demandada no establece de qué manera, bajo de qué circunstancias o situaciones se percató del no uso del cinturón de seguridad, resultando que no existe adecuación entre el motivo aducido y el fundamento legal invocado; y, en lo relativo al artículo 7 fracción I, como motivo de la infracción el agente de Tránsito demandado solo se concretó a establecer: “Por circular vehículo con licencia vencida”, resultando por demás escueta, simple y sencilla, sin cumplir con legalidad alguna, ya que en ningún momento la demandada establece bajo que forma, modo o manera corroboró o comprobó que en realidad el actor circulaba con licencia vencida, es decir, no establece de manera precisa, clara, fehaciente y suficiente la forma en que cometió la infracción, careciendo dicho acto de la suficiente motivación, pues por una parte no explica en forma clara y completa las circunstancias de la infracción; en tanto, que el Agente de Tránsito demandado en su contestación aduce en esencia que los conceptos de impugnación deben ser declarados infundados, en virtud de que el acta de infracción contiene el fundamento legal, es decir, se indica el precepto legal que se considera infringido, así como las circunstancias de tiempo, modo y lugar; que el acta de infracción impugnada, si contiene los siguientes elementos: a).- Preceptos legales aplicables; b).- Relato pormenorizado de los hechos temporales, espaciales y circunstanciales; y, c).- Argumentación lógica y jurídica que explica con claridad la razón por la cual los preceptos de Ley tienen aplicación al caso concreto. . . . .  . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, por las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El acta de infracción impugnada tiene la presunción de legalidad; presunción 
juris tantum -que admite prueba en contrario-, por consiguiente, los hechos descritos en la citada acta como constitutivos de las infracciones de tránsito, pueden ser desvirtuados con la negativa lisa y llana, argumentación jurídica o incluso con medios convictivos; y, en el caso que se resuelve, la parte actora niega lisa y llanamente los hechos que configuran las infracciones de tránsito que se le imputan, entonces, niega estar en los supuestos previstos como infracciones de tránsito, de ahí, que con esta negativa dicha presunción de validez, deja de operar y trae como efectos la reversión de la carga de la prueba al Agente de Tránsito demandado, a quien le corresponderá demostrar la existencia de los hechos que constituyen la comisión de las infracciones atribuidas a la actora, ya que el Juzgador no está en aptitud de exigir al impetrante la exhibición de medio de prueba alguno que lo lleve al conocimiento de los hechos, pues de hacerlo, lo estaría forzando a demostrar hechos negativos, lo cual es contrario a la técnica jurídica del proceso administrativo, pues como se dijo en supralíneas, la negativa lisa y llana le impone a la autoridad demandada la carga de la prueba, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el que establece: . . . . . . . . . . . . . . .  

 “Artículo 47.- Los actos administrativos se presumirán legales; sin embargo, las autoridades administrativas deberán probar los hechos que los motiven cuando el interesado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho.”

Ahora bien, es el caso que, existe una negativa lisa y llana del actor, de los hechos asentados en el acta de infracción impugnada, esto es, por una parte, niega que su acompañante en el vehículo haya dejado de usar el cinturón de seguridad y por otra parte, niega haber circulado el vehículo con licencia para conducir vencida, negaciones que traen como consecuencia que deje de operar la presunción de legalidad del acta de infracción a debate y se le revierte la carga de la prueba al Agente de Tránsito demandado, a fin de que demuestre los hechos que constituyen la comisión de la infracción imputada al justiciable, ya que dichas negaciones no envuelven una afirmación expresa de algún hecho. Lo anterior es así, de acuerdo a las reglas de la carga de la prueba previstas en el artículo 51 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el que dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 51.- Al que niega sólo le corresponderá probar, cuando:

I.- La negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;

II.- Se desconozca la presunción legal que tenga a su favor el colitigante; y,

III.- Se desconozca la capacidad.”

Bajo la tesitura de este numeral, en la especie no se actualiza el supuesto jurídico previsto en la fracción I del aludido artículo, pues las negaciones no envuelven ninguna afirmación, de ahí que la autoridad de tránsito tiene la carga de la prueba, a fin de demostrar que el día de los hechos, por un lado, el acompañante del actor no usaba del cinturón de seguridad, al viajar en el vehículo…, sobre la calle San Esteban de la Colonia “Martínica”, de esta ciudad; y, por otro lado, que el impetrante portaba la licencia de conducir de  plazo vencido; pues, el acta de infracción por sí sola no desvirtúa la negativa de los hechos motivo de las infracciones y es el caso que la autoridad demandada no ofreció elemento de convicción alguno para demostrar que los hechos que constituyen las conductas desplegadas por la parte actora, encuadran en los supuestos jurídicos contemplados como faltas administrativas, respectivamente, en las fracciones I y VII del artículo 7, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato; en consecuencia, es evidente que no se acreditan los hechos que originan la comisión de las infracciones administrativas imputadas al justiciable, por tanto, al dejar de existir la presunción de legalidad del acta de infracción combatida, es claro que dicha acta no se encuentra debidamente fundada ni motivada, por lo que incumple con el elemento de validez exigido en el artículo 137, fracción VI, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa,  vicios que traen como resultado su ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De  este  modo,  tanto  el  acta  impugnada  y  sus  actos  consecuentes  son 
ilegales y se viola en perjuicio del actor el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata su esfera jurídica; por tal motivo, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por lo tanto, con fundamento en el artículo 300 fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la nulidad total del acta de infracción… y de su acto consecuente como lo es la calificación de la infracción, por apoyarse en un acta de infracción viciada de origen, pues, lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna  forma  partícipes  de  tal  conducta  irregular,  al otorgar a  tales  actos valor legal.”. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- En el quinto concepto de impugnación de la demanda el actor expresa en lo esencial que el acto impugnado marcado con el punto d) en el capítulo II de la demanda, emitido por la Licenciada María Concepción Mares Santoyo, lesiona sus intereses jurídicos, toda vez que el proceso establecido en el artículo 35 del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, no se agotó en ninguna forma; la ahora demandada incumple en forma total con lo establecido en los artículos 35, 44 y 45 del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato; pues en ningún momento le dio la oportunidad de realizar en su favor los argumentos que estimara conducentes para alegar sus derechos; no realiza una valoración desde un punto de vista jurídico y procesal de las pruebas aportadas, no establece de manera clara y precisa los artículos, fracciones, incisos y cuerpos normativos que invoca para la emisión de su acto sancionatorio; así pues, en ningún momento una resolución por escrito debidamente fundada y motivada, en la que se expusieran  los razonamientos del oficial calificador para imponerle la sanción, violando con ello lo establecido en el artículo 36 del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, lo transcribe; en este orden de ideas y ante la indebida fundamentación y motivación en el acto de autoridad combatido, debe decretarse su nulidad total del mismo. Por su parte, la Oficial Calificador en la contestación de la demanda aduce en esencia que resulta por demás ineficaz e inoperante lo reclamado por el actor en su escrito inicial de demanda, en virtud de que como se deprende de los propios hechos narrados en el escrito inicial del procedimiento administrativo y de las constancias de autos se derivan las circunstancias legales de la detención, pues en base al Orden aplicable es que al actor le fue impuesta una sanción por violación en la inobservancia de la Ley, lo que queda demostrado con la Boleta de Control anexada, en la cual se establecen las circunstancias, los motivos y los razonamientos por los que resultó infraccionado el actor, así como de los documentos anexados en vía de prueba; que del recibo… y de los documentos se aprecia que la fundamentación ahí contenida es la aplicable, pues el mismo se encontró en violación a los supuestos reglamentados y sancionados por el reglamento de observancia general a que me referido, amén de lo anterior del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, claramente establece y transcribe el artículo 35; todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por fundado que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso, y así resultar un acto motivado ya que se señalan con precisión todas y cada una de la circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tuvieron en consideración para la emisión de la sanción;  que existe además una adecuación entre los motivos aducidos y las normas  aplicables, es decir que en el caso concreto se configuraron las hipótesis normativas aplicables y ello quedo claro al valorar el médico  legista al actor y  concluir que éste se encontraba en estado de
ebriedad incompleta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, por las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, es menester señalar que de la argumentación vertida se desprende la causa de pedir, puesto que podemos deducir cuál es la lesión jurídica que el justiciable estima le causa la resolución de calificación de la infracción impugnada y los motivos que originaron ese agravio, al argüir la indebida fundamentación y motivación por falta de valoración de las pruebas aportadas, de lo expresado se advierte el o los artículos del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, que se dejaron de aplicar, causando perjuicio a la parte actora; amén de que el juzgador de acuerdo a la fracción III del artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se encuentra constreñido a suplir la deficiencia de la queja, cuando el monto de la sanción impuesta a la parte actora no rebase el monto que resulta de multiplicar por 150 ciento cincuenta veces el salario mínimo general diario vigente en el Estado y en la especie el monto de la multa asciende a la cantidad…. Respecto a la causa de pedir resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . .  . . . . . . . . .
En segundo lugar, cabe precisar que los artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y el 137 fracción VI,  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, impone a las autoridades Municipales la obligación de fundar y motivar sus actos; entendiéndose por fundar un acto administrativo que la autoridad tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, en su caso, la fracción, el inciso, subinciso o el párrafo, que le sirve de apoyo para emitir el acto impugnado; mientras, que por motivar un acto administrativo se entiende el expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, las razones particulares o las causas inmediatas que tiene la autoridad para determinar que se actualiza la hipótesis jurídica contemplada en la norma legal que aplica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo esta tesitura, es cierto que la resolución de calificación de la infracción impugnada no cumple con los elementos de validez de fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por un lado, la  Boleta de Control, …, en la que consta la calificación de la infracción se encuentra indebidamente fundada, toda vez que se expresa como infringido el artículo 35, primer párrafo, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, numeral que la autoridad demandada textualmente transcribe bajo los términos siguientes: “Artículo 35.- Se prohíbe conducir vehículos, cuando el conductor se encuentre en estado de ebriedad incompleta, completa, o bajo el influjo de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras semejantes.”. Sin embargo, el texto de este precepto legal sufrió una modificación, en virtud de que fue reformado en la Sesión Ordinaria del Ayuntamiento de León, Guanajuato, celebrada con fecha 19 diecinueve de abril del año 2012, dos mil doce, reformas publicadas en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado número 108, Segunda Parte, de fecha 06 seis de julio de 2012, dos mil doce; de ahí que conforme a estas reformas el artículo 35, primer párrafo del referido Reglamento de Tránsito Municipal, establece: “Artículo 35.- Se prohíbe conducir vehículos cuando el conductor se encuentre en estado de ebriedad de acuerdo a sus características clínicas, o que tenga una cantidad superior o igual a 0.08% de alcohol en sangre, o que tenga una cantidad superior o igual a 0.04 miligramos de alcohol por decilitro de aire espirado; o bajo el influjo de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras semejantes.”; en consecuencia, al justiciable se le aplica una norma jurídica que ya no tiene vigencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Y por otro lado, también es cierto que la referida Boleta de Control, no cumple con el requisito de motivación, toda vez que si no esta vigente el precepto jurídico invocado como fundamento legal, luego, ya no existe la hipótesis normativa que constituye la infracción administrativa imputada al actor, entonces, la autoridad demandada no se encuentra en condiciones de encuadrar la conducta reprochada al actor en la hipótesis jurídica prevista por un precepto legal reformado; en ese supuesto, en la referida boleta de control, no es posible que la autoridad demandada justifique con razonamientos lógicos y jurídicos la comisión de la falta imputada al actor. Además, sobre el particular cabe precisar que, en ese documento se dejan de expresar las razones particulares en las que se apoyó para
establecer el estado de ebriedad, pues omite expresar de manera pormenorizada las características clínicas que presentaba en ese momento el presunto infractor, tampoco indica detalladamente que la cantidad de alcohol detectada en la sangre, era superior o igual a 0.08%, o bien, que la cantidad que tenía era superior o igual a 0.04 miligramos de alcohol por decilitro de aire espirado, dado que se limita a indicar la confesión del presunto infractor en el sentido de que “ iba manejando, hacia su casa y se había tomado 2 dos cervezas nada mas…”, pero jamás dice el por qué la confesión hace prueba plena, pues omite valorarla considerando cada uno de sus elementos; por otro lado, solo hace referencia al certificado médico en el que se asienta que la prueba de alcohol en respiración arroja 0.214 y es el caso que en ninguna parte de la referida Boleta de control, expresa de manera pormenorizada una explicación del por qué el Dictamen Médico folio número B07164, aplicado con fecha 12 doce de agosto del año 2012, dos mil doce, merece valor probatorio, ni tampoco explica detalladamente en que consiste la prueba de respiración o del alcoholímetro, dejando de indicar el por qué se arroja como resultado 0.214 y también omite indicar si estos son miligramos de alcohol por decilitro de aire espirado y a qué cantidad de alcohol equivalen en la sangre, de ahí resulta que, la Oficial Calificador demandada omite expresar los elementos que constituyen las bases sólidas para llegar a determinar el grado de intoxicación que presentaba el justiciable en el momento de la detención, por ende, es el caso que no existe un diagnostico médico objetivo en el referido examen, ya que en la referida Boleta de Control no se dan los parámetros que se siguieron para establecer el estado de ebriedad incompleto que se sostiene; ni tampoco expresa las circunstancias de tiempo y lugar en que supuestamente acaecieron los hechos. De este modo, la calificación de la infracción incumple con el elemento de validez exigido en el artículo 137, fracción VI, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, vicios que traen como resultado su ilegalidad. . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en la especie, los actos impugnados consistentes en el acta de infracción… y su calificación, así como en la Boleta de Control que contiene la calificación de la infracción en la que se le impuso al justiciable una multa, carecen de los elementos de validez exigidos por las fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que no cumplen con el requisito de fundamentación ni el de motivación, vicios formales que originan la ilicitud de los actos combatidos; por consiguiente, se afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, al violarse en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137, fracción VI, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad establecida en la fracción II artículo 302, del mismo Código; por tanto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 300, fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la nulidad total de los siguientes actos impugnados: acta de infracción… y de su acto consecuente como lo es la calificación de la infracción; y, la Boleta de Control…, a través de la cual se califica la infracción prevista en el artículo 35 del mismo Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato y se le impone al actor una multa por la cantidad …. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, común Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a. /J  79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, sobre el particular se precisa, que con la facultad concedida a este Órgano de Control de Legalidad, a fin de proteger y garantizar los derechos humanos de las personas frente al actuar de las autoridades administrativas Municipales, previstos por el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, dentro de los que se encuentra el derecho humano de protección judicial y con el fin inmediato de dar acceso a la justicia en forma completa, pues no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 243, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de manera que, en el caso que se resuelve, a efecto de brindar seguridad jurídica al justiciable y la declaración de nulidad total de los actos impugnados, produce como consecuencia que al actor ya no se le aplique ninguna sanción administrativa por los mismos hechos, de esta manera, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos, es decir, a declarar en esta sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados, por ende, ante dicha nulidad, con fundamento en el artículo 300, fracción V, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce el derecho que tiene el justiciable a la devolución de la cantidad … pagada por las dos multas impuesta por el agente de tránsito y de la cantidad …, pagada por la multa impuesta por la arbitro calificador; y, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 300, fracción VI, del invocado Código, se condena al Agente de Tránsito demandado a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato o de la Dependencia competente, para que al actor se le haga la devolución de la cantidad… y se condena a la Oficial Calificador demandado a que ante la misma Dependencia realice las gestiones necesarias para que al actor se le haga la devolución de la cantidad de …, ambas cantidades pagadas por concepto de multas y en su caso realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; las anteriores devoluciones deberá realizarlas dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas; debiendo informar a este  Órgano de  Control de  Legalidad el  cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Que en la especie se estudia de manera preferente los conceptos de impugnación expresados respecto al indebida fundamentación y motivación de boleta de control impugnada, por estimarse un agravio de consecuencias contundentes, lo que representa un mayor beneficio para el actor al impedir a la autoridad actuar nuevamente en el mismo sentido en su perjuicio y de este modo brindar justicia de manera completa, tal y como lo dispone el artículo 17 Constitucional; y, la argumentación esgrimida en los conceptos de impugnación analizados en los considerandos cuarto y quinto de esta sentencia, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de  los  demás  motivos  de  queja”.  Tercera Sala,  Séptima época,  Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción VI, 262 fracción II, 287, 298, 299, 300 fracciones II y VI, y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . .  . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. .  . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO, respecto del Tesorero Municipal y la Directora General de Ingresos, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el segundo considerando de ésta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de los siguientes actos impugnados: acta de infracción … y de su acto consecuente como lo es su calificación; y, la Boleta de Control …, a través de la cual se califica la infracción y se le impone al actor una multa por la cantidad…; por las razones lógicas y jurídicas expresadas en los considerandos cuarto y quinto de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se condena al Agente de Tránsito demandado a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato o de la Dependencia competente, para que al actor se le haga la devolución de la cantidad de…; y, de igual manera, se condena al Oficial Calificador demandado a que realice las gestiones necesarias ante la misma Dependencia para que al actor se le haga la devolución de la cantidad de …; ambas cantidades pagadas por concepto de multas y en su caso dichas autoridades realicen las diligencias indispensables para cumplir con este fallo: dichas devoluciones deberán realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada este fallo. . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

